Solicitud de contribuciones - Mecanismo de expertos para promover la

justicia racial.
“Reimaginar la actuación policial: Acabar con los déficits de confianza, reforzar la supervisión institucional, adoptar métodos alternativos y complementarios a la actuación policial y al uso de la fuerza, y fomentar el balance de las lecciones aprendidas”.

A.- Policía Nacional 
La Constitución de la República del Ecuador en su artículo 158 manifiesta que “(...)la protección interna y el mantenimiento del orden público son funciones privativas del Estado y responsabilidad de la Policía Nacional (...)”.
La misma norma en su artículo 163 establece la misión de la Policía Nacional, este compromiso misional está fundamentado en el trabajo profesional de hombres y mujeres policías mediante la prestación de un servicio efectivo y el respeto de los derechos humanos, que se evidencia en la confianza, transparencia, credibilidad y legitimidad ante la ciudadanía, a través del control y prevención del delito mediante los componentes de la gestión preventiva: servicio a la comunidad, investigación de la infracción, inteligencia anti delincuencial, gestión operativa, control y evaluación.
En referencia al Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Policía Nacional, artículo 13.- Subcomando General de Policía, cuya misión es planificar, coordinar, supervisar y evaluar la gestión operativa de los subsistemas; preventivo, investigativo e inteligencia policial, con el fin de establecer estrategias y líneas de acción innovadoras encaminadas al fortalecimiento y mejora continua de los procesos operativos.

En este sentido, la Policía Nacional del Ecuador tiene establecido, normas, protocolos, reglamentos y directrices claras, legalmente establecidas y legítimamente aplicadas, derivados de la norma internacional y recomendaciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas, que a su vez, generan seguridad jurídica y efectividad en el momento de sus actuaciones en protección de derechos, y de esta manera evitar, eliminar o minimizar riesgos innecesarios que pongan en peligro la vida o integridad personal de todos los actores dentro de una intervención policial.

¿Qué es la Policía Nacional? La Policía Nacional es una institución de protección de los derechos, libertades y garantías de los ciudadanos.
¿Cuál es su misión? Atender la seguridad ciudadana y el orden público, y proteger el libre ejercicio de los derechos y la seguridad de las personas dentro del territorio nacional.
¿Cómo cumple con su misión? Los miembros de la Policía Nacional tienen una formación basada en derechos humanos, investigación especializada, prevención, control y prevención del delito y utilización de medios de disuasión y conciliación como alternativas al uso de la fuerza.
Las actuaciones de los servidores policiales al ser un servicio a la colectividad, que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, transparencia, calidad, etc., de acuerdo a lo contemplado en el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador.

El Código Orgánico Integral Penal, en el artículo. 30.1 dice: Cumplimiento del deber legal cuando una o un servidor de la Policía Nacional, Fuerzas Armadas y el Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria al amparo de su misión constitucional y legal, en protección de un derecho propio o ajeno, cause lesión, daño o muerte a otra persona, siempre y cuando se reúnan todos los siguientes requisitos: (se determina tres requisitos para poder alegar esta causa de exclusión de la Antijuridicidad):


a.- Que se realice en actos de servicio o como consecuencia del mismo.
b.- Que, para el cumplimiento de su misión constitucional o legal, dentro de su procedimiento profesional, cumpla los principios para el uso legítimo de la fuerza, establecidos en la ley de la materia; y

c.- Que exista amenaza o peligro inminente de muerte o lesiones graves, para si
o para terceros, en los casos en los que se recurra al arma de fuego con munición letal.
En la actualidad el Código Orgánico Integral Penal, contempla como causa de exclusión de la antijuridicidad o causa de justificación, el cumplimiento del deber legal, que permite que una conducta típica no sea penalmente relevante cuando haya sido aplicada a través del uso legítimo de la fuerza. Lo que se puede agregar que la norma penal ya establece esta figura jurídica que posibilita justificar el uso de la fuerza y armas de fuego por parte de las tres instituciones que regula esta Ley, y que como resultado exista personas fallecidas o heridas, norma que nos remite a revisar, reglamentos o protocolos específicos que regula la materia.

4. Ley Orgánica que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza, la misma que entró en vigencia el 22 de agosto del 2022, publicada mediante registro oficial Nro.131.
Esta Ley tiene por objeto normar el uso legítimo y excepcional de la fuerza por parte del Estado conferido a las servidoras y servidores de la Policía Nacional, de las Fuerzas Armadas y del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria para proteger los derechos, libertades y garantías ciudadanas y precautelar el derecho a la seguridad integral de sus habitantes.
Dentro del articulo 4 ibídem, indica que la aplicación de la presente Ley se rige por los
principios previstos en la Constitución de la República, los instrumentos internacionales de derechos humanos y los siguientes principios generales
b.- Dignidad humana: es el valor inherente que tiene cada persona por su
condición de ser humano (...)
c.- Debido proceso: (...) respetaran las garantías del debido proceso. En igual sentido, se respetarán las garantías del debido proceso en favor de las servidoras y servidores regulados en esta ley en los ámbitos administrativos, disciplinario o jurisdiccional.

e.- Pro ser humano: las decisiones ...atenderán a la norma e interpretación que
resulte más favorable a las personas en cuanto se trate de reconocer derechos
protegidos.
f.- Protección a la vida e integridad personal: (...) es salvaguardar la vida e integridad física o sexual de las personas.
g.- Respeto de los derechos humanos: ...se realizarán con estricto apego y respeto a los derechos humanos consagrados en la Constitución de la República y en los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos

Con lo antes expuesto y con base a la normativa interna se puede inferir, que la Policía Nacional está legalmente facultada para hacer uso legítimo de la fuerza como un medio para que los servidores policiales puedan controlar cualquier situación que atente contra la seguridad ciudadana el orden público y el libre ejercicio de los derechos, libertades y garantías de todas las personas.

Artículo 62.- Contenidos mínimos en la formación y capacitación. - Las escuelas de formación, los programas y centros de capacitación, especialización y ascenso, en sus mallas curriculares, incorporarán y actualizarán temáticas sobre el uso de la fuerza considerando los estándares internacionales y nacionales. Se incluirá, además, los siguientes contenidos:
a. Derechos humanos;
b. Igualdad y no discriminación;
c. Elementos constitutivos del Estado y derechos garantizados por la Constitución;
d. Marco legal nacional y normas internacionales para el uso legítimo de la fuerza;
e. Enfoque de género y diversidades, enfoque intercultural e intergeneracional y obligaciones del Estado frente a los derechos humanos;
f. Deber de prevención y protección en relación con el uso de la fuerza a niños, niñas y adolescentes y personas pertenecientes a otros grupos de atención prioritaria;
g. Defensa personal para el control físico;
h. Instrucción en el uso legítimo de la fuerza con armas menos letales y armas letales;
i. Capacitación a nivel operativo en los efectos que pueden tener las armas menos letales y las armas letales en las personas;
j. Métodos y técnicas para el control físico;

k. Ética y doctrina policial o militar relacionada con la materia;
l. Técnicas de persuasión, negociación, conciliación y otros medios técnicos para limitar el empleo de la fuerza y armas de fuego;
m. Responsabilidades jurídicas derivadas del uso indebido de la fuerza;
n. Primeros auxilios; o. Medios y métodos de solución pacífica de conflictos;
p. Manejo de crisis, estrés y emociones;
q. Psicología aplicada al cumplimiento del deber legal, énfasis inteligencia emocional;
r. Manejo de instrumentos tecnológicos y sus actualizaciones;
s. Gestión de reuniones, manifestaciones y protestas sociales pacíficas;
t. Control de reuniones violentas; y registro, reporte del uso de la fuerza.

El Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público (COESCOP), en el Art. 59 inciso 2 establece el ejercicio de sus funciones como la prevención, disuasión, reacción, uso legítimo de la fuerza, investigación de la infracción e inteligencia antidelincuencial. Su finalidad es precautelar el libre ejercicio de sus derechos, la seguridad ciudadana, la protección interna y el orden público, con sujeción al Ministerio Rector de la seguridad ciudadana, protección interna y orden público.

La Policía Nacional cuenta con manuales, reglamentos, directrices y lineamientos, para la aplicabilidad de la normativa de respeto a los derechos humanos que tienen plena compatibilidad con los instrumentos internacionales que regulan el uso legítimo de la fuerza, tales como: el Código de Conducta para los Funcionarios Encargados Hacer Cumplir la Ley del año 1979 emitido por las Naciones Unidas; los 26 Principios básicos del empleo de la fuerza y armas de fuego, adoptados por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas, sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrados en la Habana Cuba del 27 agosto al 07 de septiembre de 1990. 

Manual de Derechos Humanos Aplicados a la Función Policial (Segunda edición 2009), emitido mediante resolución 2007-187-CsG-PN, del Consejo de Generales de la Policía Nacional. Este manual tiene como finalidad desarrollar los procedimientos para la aplicabilidad operativa del respeto a los derechos humanos, dirigidas la labor diaria de las y los servidores policiales asegurando que el uso legítimo de la fuerza y armas de fuego responda a las estipulaciones de los derechos humanos y al marco constitucional del estado ecuatoriano.
Manual para Operaciones de Mantenimiento del Orden Público (Primera edición abril-2014), emitido mediante resolución 2013-188-CsG-PN, del Consejo de Generales de la Policía Nacional. Este manual es un aporte para regular el accionar de los servidores policiales para la aplicabilidad operativa en protección de todos los actores que intervienen durante el ejercicio del derecho a la protesta social pacífica.
B.- Fiscalía General del Estado
De acuerdo con lo establecido por el literal e) del acápite relacionado con atribuciones del numeral 1.2.1.1) del artículo 9 del Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Fiscalía General del Estado, la Dirección de Derechos Humanos articula acciones interinstitucionales, intrainstitucionales o con organizaciones de la sociedad civil, a nivel local e internacional, en el marco del respeto de los derechos humanos en la investigación preprocesal y procesal penal;

Las respuestas que pueden generarse desde la Dirección de Derechos Humanos relacionadas con la temática consultada se encuentra enfocada en las acciones realizadas por la Fiscalía General del Estado, a través de la Dirección de Derechos Humanos y Participación Ciudadana, tendientes a abordar el racismo sistémico en la aplicación de la ley y el sistema de justicia penal, estas son: 1) Directrices Ampliadas para Investigar Delitos de Discriminación y Odio; y, 2) Mesa de trabajo en el marco del decenio internacional Afro descendiente.

a)
 Directrices Ampliadas para Investigar Delitos de Discriminación y Odio.

1)
El artículo 433 del Código Orgánico Integral Penal determina que, la Fiscalía ejercerá, entre otras, la siguiente atribución:

4. Garantizar la intervención de fiscales especializados en delitos contra la integridad sexual y reproductiva, violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, crímenes de odio y los que se cometan contra niñas, niños, adolescentes, jóvenes, personas con discapacidad, adultas y adultos mayores y, en las materias pertinentes que, por sus particularidades, requieren una mayor protección. En estos casos, además, se dará prioridad para las investigaciones. 

2)
El Código Orgánico Integral Penal prevé el delito de discriminación, así, el artículo 176 determina, lo siguiente:

La persona que salvo los casos previstos como políticas de acción afirmativa propague practique o incite a toda distinción, restricción, exclusión o preferencia en razón de nacionalidad, etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género u orientación sexual, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, condición socioeconómica, condición migratoria, discapacidad o estado de salud con el objetivo de anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de derechos en condiciones de igualdad, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

Si la infracción puntualizada en este artículo es ordenada o ejecutada por las o los servidores públicos, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años. 

3)
De igual forma, el artículo 177, respecto del delito por actos de odio, la norma referida señala que:

La persona que cometa actos de violencia física o psicológica de odio, contra una o más personas en razón de su nacionalidad, etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género u orientación sexual, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, condición socioeconómica, condición migratoria, discapacidad, estado de salud o portar VIH, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

Si los actos de violencia provocan heridas a la persona, se sancionará con las penas privativas de libertad previstas para el delito de lesiones agravadas en un tercio. Si los actos de violencia producen la muerte de una persona, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años.

4)
El numeral 1.2.1.1 Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Fiscalía General del Estado, señala como Misión de la Dirección de Derechos Humanos y Participación Ciudadana: “Promover y difundir el respeto a los derechos humanos en la investigación preprocesal y procesal penal, así como la investigación de violaciones a los mismos en el territorio nacional”. De igual forma, el Estatuto menciona, la Dirección de Derechos Humanos y Participación Ciudadana, tendrá entre sus atribuciones las siguientes:

a)
Emitir directrices para la aplicación de estándares internacionales de derechos humanos y género en la actuación preprocesal y procesal penal, así como las pertinentes en el ejercicio administrativo de la Dirección;

b)
Proponer políticas de inclusión a los servicios de la Fiscalía General del Estado en garantía de los derechos humanos; […]

j)
Realizar seguimiento y asesoría en casos de crímenes internacionales y de graves violaciones a los derechos humanos que sean tramitados a nivel nacional; […]

l)
Articular en coordinación con la dirección competente, el seguimiento y control jurídico de aquellos casos que sean identificados por esta Dirección; […]

En función de las normas expuestas, la Fiscalía General del Estado, a través de la Dirección de Derechos Humanos y Participación Ciudadana emitió la Directriz Nro. FGE-DDHPC-D-001-2021 denominada “Directrices Ampliadas para Investigar Delitos de Discriminación y Odio”, emitida el 06 de abril de 2021. En esta Directriz tiene como objetivo ser una herramienta que pueda ser aplicada por los agentes fiscales que conozcan delitos de odio y de discriminación.

En esta Directriz se establece la diferencia entre delitos por discriminación y delitos de odio, así como su naturaleza. Además, se determina, que estos implican el rechazo hacia la identidad de la persona agredida, a través de categorías sospechosas de discriminación. También, se determina cuál es la prueba y elementos indiciarios en estos casos, los indicadores de delitos de discriminación y actos de odio.

Adjunto a este documento, sírvase encontrar dicha Directriz.

b)
 Mesa de trabajo en el marco del decenio internacional Afro descendiente.

1)
Con fecha 06 de septiembre de 2016, mediante Resolución No. 068-Fiscalía General del Estado-2016, el  ex Fiscal General del Estado, resolvió crear la Mesa de trabajo en el marco del decenio internacional Afro descendiente – Capítulo Ecuador, integrada por delegados/as del pueblo afro ecuatoriano y la Fiscalía General del Estado;

2)
Esta mesa de trabajo debía articularse a través de varios representantes de acuerdo a las diversas acciones a emprenderse de parte de la Fiscalía General del Estado. Así constan como parte de esta mesa la Dirección de Gestión Procesal Penal (ahora Dirección de control jurídico y de evaluación de la actuación fiscal), la Dirección de Escuela de Fiscales (ahora Dirección de capacitación y fortalecimiento misional), la Dirección de Comunicación Social (ahora Dirección de Comunicación) y una Secretaria técnica delegada por el/la Fiscal General del Estado;

3)
De acuerdo al Memorando No. FGE-CM-2018-00507-M de fecha 24 de abril de 2018, se delegó a la Dirección de la Comisión de la Verdad y Derechos Humanos (ahora Dirección de Derechos Humanos y Participación Ciudadana), ejercer la Secretaría técnica de esta mesa;

4)
En las acciones que constan registradas en los archivos de esta Dirección, se puede verificar que esta dirección requirió a la Dirección de Talento Humano de la Fiscalía General del Estado, la verificación de la implementación del Acuerdo Ejecutivo No. 060 de 29 de septiembre de 2019, que se refiere a la adopción de políticas para procurar el acceso laboral en el sector públicos de afro ecuatorianos en un porcentaje no menor a la proporción de su población y se considera que ha existido un cumplimiento satisfactorio, pero que se podría mejorar a futuro con la inclusión de más profesionales mediante contrato. Con relación a la asignación de nombramientos definitivos para afro descendientes existen otros mecanismos de acción afirmativa como la asignación de puntos extra en los concursos para personas en esta situación de vulnerabilidad. Sin embargo, de momento, la Fiscalía General del Estado no está cargo de la ejecución de concursos públicos de méritos y oposición, sino el Consejo de la Judicatura. Sobre este punto se ha pedido una reforma a la Asamblea Nacional;

5)
Entre otras actividades de esta mesa, está el análisis de dos tipos de casos: a) Los casos de delitos de odio o discriminación cometidos en contra de miembros del pueblo afro descendiente; y, b) Los delitos en los que se cree que por un proceso de etiquetamiento o discriminación se ha criminalizado injustamente a un miembro del pueblo afro descendiente;

6)
Sin embargo, esta Dirección no tiene competencias para acusar o para detener las investigaciones o los procesos, sino que lo que hace es asesor a los fiscales que conocen de estos hechos para que aplique estándares internacionales, especialmente, relacionados con normas de no discriminación y de debido proceso; y, 

7)
Finalmente, se puede señalar que se han realizado procesos de capacitación sobre esta temática de forma amplía y basada en estándares internacionales, en las cuales, en el año 2020 por primera vez en la historia de la Fiscalía General del Estado, se dispuso la participación de varios integrantes del pueblo afro en una de las capacitaciones para que compartan con los funcionarios de la Fiscalía General del Estado y trasmitan sus inquietudes y la forma en la cual viven la discriminación. La última capacitación especializada sobre no discriminación de miembros de pueblos afro descendientes e investigación de delitos relacionados se realizó en el mes de septiembre de 2022.

C.- Consejo Nacional para la Igualdad de Pueblos y Nacionalidades –CNIPN-
De otro lado, el Consejo Nacional para la Igualdad de Pueblos y Nacionalidades, con el fin de establecer alianzas estrategias y de cooperación, ha firmado un convenio con la Defensoría Pública; en el referido convenio se establece como objetivo desarrollar procesos de capacitación a los defensores públicos, autoridades de los pueblos y nacionalidades en la vigencia del pluralismo jurídico, derechos consagrados en la Constitución, en los instrumentos internacionales de derechos humanos y normativas vigentes de interculturalidad y plurinacionalidad y del enfoque de igualdad y no discriminación. 
De manera específica, el CNIPN, en el marco de sus competencias,  efectúa la coordinación con la Policía Nacional para implementar el Plan de Capacitación a los agentes policiales, cuyo objetivo es coordinar y desarrollar procesos de capacitación a los Servidores Policiales en todos sus niveles que permitan conocer los procesos de interculturalidad y plurinacionalidad de las nacionalidades y pueblos indígenas, afroecuatoriano y montubio, que contribuyan a la realización de su trabajo en defensa de la población con enfoques de igualdad y no discriminación, enmarcados en los derechos consagrados en la Constitución, instrumentos internacionales de derecho y normativas vigentes; en este contexto se ha formulado 3 módulos de capacitación: Unidad de Igualdad y no discriminación (Derechos Colectivos), Unidad de Interculturalidad y plurinacionalidad, Unidad de Nacionalidades y Pueblos y Nacionalidades (Protocolo para Pueblos y Nacionalidades). 
A partir del año2021, se ejecutó el Plan de Capacitación contando con la participación de 800 servidores policiales que fueron formados como capacitador de capacitadores en todos los niveles de jerarquía, los cuales son parte del Programa de Capacitación Intensiva de la Policía Nacional. 
El Consejo, en coordinación con la Policía Nacional y otras entidades del estado elaboraron el Instructivo para la Coordinación y Cooperación Policial con las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades del Ecuador. Actualmente el Consejo está efectuando gestiones para la implementación de un sistema de seguimiento que permitirá evaluar el desempeño de las propuestas de políticas públicas de la ANIPN transversalizadas en todos los niveles de gobierno conforme ley. 
Desde el marco de las competencias específicas del CNIPN , pone a disposición de la ciudadanía el servicio denominado: “Atención y derivación de casos de amenaza o vulneración de derechos”, que permite a los solicitantes recibir asesorías especializadas sobre actos en los que sus derechos han sido vulnerados en los términos que establecen los artículos 57, 58 59 y 60, de la Constitución de la República del Ecuador, la ley e instrumentos nacionales e internacionales de derechos humanos y derivarlos a instancias competentes, ejerciendo la observancia y seguimiento como entidad encargada de promover, impulsar, proteger y garantizar el respeto al derecho de igualdad y no discriminación de las personas, comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, pueblo afroecuatoriano y pueblo montubio.
